
 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

TRIBUNAL DE APELACIONES 
REGIÓN JUDICIAL DE SAN JUAN 

PANEL III 
 

 
HÉCTOR M. MALDONADO 

ROSADO, ANA N. 
GONZÁLEZ GONZÁLEZ, 

RAINBOW H. & A., INC. 
 

Apelantes 
 

v. 
 

RAINBOW OF PUERTO 

RICO, INC.; REXAIR, INC; 
VÍCTOR PERALTA; JACKIE 

PERALTA t/c/c JACKIE 
RAPALE y la Sociedad 

Legal de Gananciales 
compuesta entre ellos; 

ASEGURADORA PRIMERA; 
ASEGURADORA 

SEGUNDA; 
ASEGURADORA TERCERA; 

ASEGURADORA CUARTA Y 
ASEGURADORA QUINTA 

 
Apelados 

 

 
 

 
 

 
 

KLAN201401285 

Apelación 

procedente del 
Tribunal de 

Primera Instancia, 
Sala Superior de 

San Juan 
 

Caso Núm.: 
K AC2010-1044 

(505) 

 
Sobre:  

Incumplimiento de 
contrato, Ley 75, 

Daños y perjuicios 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 

la Jueza Colom García y el Juez Steidel Figueroa. 
 

Colom García, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de agosto de 2016. 

Héctor M. Maldonado Rosado, Ana N. González González y 

Rainbow H. & A., Inc. [en adelante, la parte apelante] 

comparecen ante nos en recurso de apelación para solicitar la 

revocación de una Resolución emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de San Juan el 30 de junio de 2014.  

Mediante dicho dictamen el foro apelado declaró No Ha Lugar la 

solicitud de reconsideración presentada por estos. En 

consecuencia, mantuvo la Sentencia Parcial de 16 de mayo de 

2014, en la que desestimó la demanda instada por los aquí 

apelantes. 
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ANTECEDENTES 

El 1ro. de septiembre de 2010, los demandantes-

apelantes presentaron una demanda por incumplimiento de 

contrato de sub-distribución al amparo de la Ley Núm. 75 de 24 

de junio de 1964, Ley de Contratos de Distribución de 1964, 10 

LPRA sec. 278 et. seq., según enmendada [en adelante, Ley 

Núm. 75] y por daños y perjuicios.  La reclamación se instó en 

contra de Rexair Inc., empresa multinacional que produce 

aspiradoras, Rainbow of Puerto Rico, Inc. [en adelante, Rainbow 

PR] distribuidora de los productos Rainbow, el señor Víctor 

Peralta, su esposa Jackie Rapale y la Sociedad Legal de 

Gananciales compuesta por ambos, quienes operan Rainbow PR. 

Señalaron que Rainbow PR incurrió en actos dolosos y 

fraudulentos que menoscabaron sus relaciones contractuales 

respecto a la distribución y venta de productos Rainbow en la 

Isla, lo que tuvo como consecuencia que los apelantes tuvieran 

que rescindir forzosamente de su relación como sub-

distribuidores de la marca en controversia en Puerto Rico.  En 

cuanto a Rexair, sostuvieron que esta no tomó las acciones 

necesarias para corregir o evitar las actuaciones de Rainbow PR 

sobre el particular. 

El 22 de febrero de 2010, Rainbow PR y los esposos 

Peralta-Rapale contestaron la demanda y levantaron como 

defensa afirmativa la prescripción de la acción.  El 30 de 

noviembre de 2011, Rexair hizo lo propio.  Además, instó una 

reconvención y demanda contra tercero. 

Por otra parte, Rexair presentó un moción de 

desestimación en la que alegó que la demanda presentada en su 

contra no cumplía con los requisitos de especificidad requeridos 

por la Regla 6.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 6.1.  
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El TPI denegó dicha moción mediante Resolución de 9 de junio 

de 2011.  Rexair compareció ante este foro apelativo, el cual 

denegó la petición de certiorari, mediante Sentencia de 31 de 

octubre de 2011.1  Esto, tras disponer que: 

[e]n la instancia procesal que se encuentra la causa 

de autos, el TPI no ha pasado prueba sobre las 
obligaciones esenciales del contrato o los contratos 

de distribución que vinculan [a] las partes de 
epígrafe y en qué forma, si alguna, estas han 

afectado el derecho de los sub-distribuidores 
recurridos.  Esta causa presenta una de esas 

instancias en las cuales pueden surgir controversias 

en torno a las disposiciones que han sido utilizadas 
en los contrato[s]. 

 
Devuelto el caso al foro primario, Rexair presentó una 

moción de sentencia por las alegaciones.  Planteó que: 

aún si se aceptan como ciertas las alegaciones de 

los Demandantes, en algún momento antes [de] 
terminar el año 2005 ellos sabían que ya tenían 

una reclamación en contra de Rexair.  Por lo tanto, 
tenían tres años para demandar a Rexair; es decir, 

tenían hasta el fin del año 2008. 
 

De ahí que, señaló que, conforme la Ley Núm. 75, supra, 

la reclamación fue presentada pasado el término de tres años a 

contarse desde la fecha de terminación del contrato o desde el 

menoscabo.  Del mismo modo, sostuvo que la reclamación por 

daños y perjuicios había prescrito, por haber transcurrido el 

plazo de un año dispuesto en el Artículo 1802 del Código Civil, 

31 LPRA sec. 5141. 

Los aquí apelantes se opusieron, tras alegar la aplicación 

de la doctrina de la ley del caso.  En particular, adujeron que, 

tanto el TPI como este tribunal, habían determinado que las 

alegaciones de la demanda eran suficientes y que la relación 

entre Rexair y los demandantes se mantuvo hasta el 2007; año 

en que Rexair las dio por terminadas.  Por consiguiente, 

concluyó que la acción fue presentada oportunamente. 

                                                 
1 Caso Núm. KLCE201101009. 
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El 16 de mayo de 2014, el TPI dictó una Sentencia Parcial 

en la que dispuso que la reclamación por incumplimiento de 

contrato instada por los demandantes-apelantes al amparo de la 

Ley Núm. 75, supra, estaba prescrita, al igual que la causa de 

acción por daños y perjuicios.  Así las cosas, rechazó el 

argumento respecto a la aplicación de la doctrina de la ley del 

caso, quedando así pendiente de adjudicar la reconvención y 

demanda contra tercero. 

El 30 de junio de 2014, el foro primario dictó una 

Resolución en la que declaró No Ha Lugar la oportuna solicitud 

de reconsideración presentada por los apelantes. 

Inconforme, estos acuden ante nos, en recurso de 

apelación argumentando que incidió el TPI al: 

DESESTIMAR POR SUPUESTA PRESCRIPCIÓN, LAS CAUSAS DE 

ACCIÓN INSTADAS CONTRA REXAIR CUANDO (A) NO HAY 

CONTROVERSIA SOBRE EL HECHO DE QUE LA CAUSA DE 

ACCIÓN POR TERMINACIÓN SIN JUSTA CAUSA BAJO DICHA LEY 

SE PRESENTÓ ANTES DE LA EXPIRACIÓN DEL PERIODO 

APLICABLE DE TRES (3) AÑOS, Y LA CAUSA DE ACCIÓN POR 

INCUMPLIMIENTO CONTRACTUAL BAJO EL CÓDIGO CIVIL SE 

INSTÓ DENTRO DEL PERIODO APLICABLE DE QUINCE (15) 

AÑOS, Y (B) DICHA DESESTIMACIÓN ES CONTRARIA A LO 

RESUELTO TRES AÑOS ANTES POR EL TPI, Y ES, ADEMÁS, 
INCONSISTENTE CON, Y EN PATENTE DESAFÍO A, LO ACTUADO 

POR ESTE TRIBUNAL DE APELACIONES EN DICHA OCASIÓN. 
 

Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

procedemos a resolver. 

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 
 

El Tribunal Supremo ha establecido que la Ley Núm. 75 de 

24 de junio de 1964, Ley de Contratos de Distribución de 1964, 

10 LPRA sec. 278 et. seq., según enmendada [en adelante, Ley 

Núm. 75] se promulgó con el propósito de “armonizar los 

intereses y nivelar las condiciones de contratación de dos partes 

económicamente dispares, que se encuentran vinculadas por 

una relación de índole comercial que involucra la distribución”.  
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Next Step Medical v. Bromedicon et al., 190 DPR 474, 488 

(2014).  De este modo, se pretendió “lograr una razonable 

estabilidad en las relaciones de distribución en Puerto Rico y 

erradicar ciertas prácticas que, más allá de contribuir con la 

estabilidad económica, inciden sobre las expectativas legítimas 

que las partes vinculadas respectivamente ostentan”.  Ibíd.  Así 

pues, se protegen los derechos de los distribuidores frente a “los 

abusos e incumplimientos de parte de los principales y para 

evitar que estos terminen su relación contractual de distribución 

con los distribuidores sin reembolsarles los gastos incurridos en 

el desarrollo del mercado y la plusvalía del producto”.  P.R. Oil 

v. Dayco, 164 DPR 486, 500 (2005). 

Por ello, la Ley Núm. 75, supra, regula la terminación de 

los contratos de distribución y provee una causa de acción a 

favor del distribuidor cuando el principal menoscaba o da por 

terminado un contrato de distribución sin justa causa.  Al 

respecto, el Artículo 2 del citado estatuto establece que: 

[n]o empece la existencia en un contrato de 

distribución de una cláusula reservándole[s] a las 
partes el derecho unilateral a poner fin a la relación 

existente, ningún principal o concedente podrá dar 
por terminada dicha relación, o directa o 

indirectamente realizar acto alguno en menoscabo 
de la relación establecida, o negarse a renovar 

dicho contrato a su vencimiento normal, excepto 
por justa causa.  10 LPRA sec. 278a. 

 
Con relación a los posibles daños que pueda ocasionar la 

terminación de un contrato de distribución, la Ley Núm. 75, 

supra, “crea una causa de acción a favor del distribuidor en 

aquellos casos en los que el principal dé por terminado el 

contrato sin justa causa”.  Oliveras, Inc. v. Universal Ins. Co. 

141 DPR 900, 916 (1996). 

En caso de que se determine que no hubo justa causa 

para la terminación o el menoscabo del contrato, procede que el 
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distribuidor indemnice al distribuidor afectado en proporción a 

los daños causados.  10 LPRA sec. 278b; P.R. Oil v. Dayco, 

supra, pág. 501.  Debido a que esta causa de acción se 

considera una torticera, es un requisito esencial que la parte 

que alega los daños presente prueba.  Ibíd.; Oliveras, Inc. v. 

Universal Ins. Co. supra, pág. 917. 

Ahora bien, toda acción derivada de la Ley Núm. 75, 

supra, “prescribirá a los tres años a contar desde la fecha de la 

terminación definitiva del contrato de distribución, o de la 

realización de los actos de menoscabo, según sea el caso”.  10 

LPRA sec. 278d. 

La parte apelante aduce que el TPI erró al desestimar las 

causas de acción presentadas por estar prescritas.   Señala que 

la reclamación por terminación de la relación contractual se 

presentó dentro del término de tres años a partir de la 

terminación del contrato que establece la Ley Núm. 75, supra, 

pues la terminación del contrato ocurrió en el mes de 

septiembre de 2007 y la reclamación legal se presentó el 1ro. 

de septiembre de 2010, es decir, dentro del término. 

Además, arguye que conforme a la doctrina de la ley del 

caso, el foro primario estaba impedido de reconsiderar su 

dictamen anterior donde rechazó la desestimación de la acción 

por insuficiencia en las alegaciones.     

A la luz del derecho aplicable y los hechos que presenta 

esta causa, procedemos a evaluar. 

El TPI entendió que conforme a las alegaciones de la 

demanda, que incluyen las reclamaciones por el menoscabo 

contractual y las disposiciones de la Ley Núm. 75, supra, las 

causas de acción habían prescrito.  Ello debido a que, según las 

alegaciones de la demanda, el menoscabo comenzó en el año 
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2005 y la demanda se presentó en el año 2010, transcurrido el 

término de tres años que establece la Ley Núm. 75, supra, para 

presentar la acción. 

Al examinar la disposición de ley aplicable, esta señala 

que la acción “prescribirá a los tres años a contar de la fecha de 

la terminación definitiva del contrato de distribución, o de la 

realización de los actos de menoscabo, según sea el caso”.  

Artículo 5 de la Ley Núm. 75, supra, 10 LPRA sec. 278d.  

Resulta pertinente señalar que en la demanda, no solo se 

reclaman los daños por la terminación del contrato, sino que 

también se denuncia un menoscabo contractual que comenzó 

desde el 2005.  Los apelantes alegan que la interpretación 

correcta de la Ley Núm. 75, supra, es que el término 

prescriptivo solo comienza a contar a partir de los actos de 

menoscabo cuando esto sea lo único que se reclama en la 

demanda.     

El TPI aplicó el término prescriptivo desde el momento en 

que, según las alegaciones, se realizaron los actos de 

menoscabo contractual, desde el 2005, la causa de acción por 

tal concepto, resultó tardía al ser presentada en septiembre de 

2010.  No erró el TPI en tal aplicación. 

En cuanto a la causa de acción por terminación del 

contrato de distribución, según expusimos, la parte apelante 

alegó que no estaba prescrita, toda vez que el contrato finalizó 

mediante una carta que él suscribió en septiembre de 2007 y la 

demanda se presentó en septiembre de 2010,  dentro del 

término de tres años. 

Sobre este particular existe controversia.  Los apelantes 

consistentemente han alegado que la terminación de la relación 

contractual con los demandados ocurrió en septiembre de 
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2007,2 cuando se vieron forzados a suscribir una carta de 

terminación.3  No obstante, del expediente no surge dicha 

comunicación, ni el TPI se expresó en cuanto a ese particular en 

la Sentencia Parcial aquí revisada.  Ante ello, procede devolver 

el asunto al foro primario para que celebre la correspondiente 

vista para evaluar dicha carta y haga una determinación 

respecto a la reclamación sobre la terminación de contrato de 

distribución. 

DICTAMEN 

 Por los fundamentos aquí expuestos, se confirma la 

Sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia el 16 de 

mayo de 2014, únicamente en cuanto a la determinación 

respecto a que la causa de acción por menoscabo contractual 

está prescrita.  En relación a la causa de acción sobre 

terminación del contrato de distribución, se revoca y se devuelve 

el caso al foro primario para la celebración de la vista 

evidenciaria correspondiente. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

Dimarie Alicea Lozada 
                                      Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
2 Alegación Núm. 31 de la Demanda, Apéndice, pág. 8; Urgente Moción en 

Oposición…, Apéndice pág. 341; Moción de Reconsideración, Apéndice pág. 

395. 
3 En la alegación número 31 de la demanda arguyeron que: “[e]sta conducta 

arbitraria, irrazonable e ilegítima del Distribuidor, causó la terminación de 

facto del Sub-Distribuidor, terminación que se refleja en una carta de 

septiembre de 2007, que el Sr. Maldonado entendió no tenía otra opción sino 

redactar a raíz de las amenazas y la conducta abusiva del Distribuidor…” 


